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Providencia:               Sentencia del 26 de enero de 2016
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Accionante:
          Iván Darío Carmona Zuluaga 
Accionados:               Dirección de Sanidad Naval y el Dispensario Médico No 3029 del Batallón de    Artillería “Batalla de San Mateo”.
 

Proceso:                     Acción de Tutela 

Magistrado Ponente:  Julio César Salazar Muñoz
Tema:

DERECHO A LA SALUD PORTADOR VIH/ Sujeto de especial protección/ Principio de continuidad/ Reactivación en el sistema de salud de las Fuerzas Militares/ Integralidad/ Divergencia entre médico y comité técnico científico, científicamente sustentados, no puede ser dirimida por el juez constitucional sino por un tercer concepto médico, que establezca objetivamente la conveniencia de la entrega del medicamento ordenado. 
“No es tema que se discuta la condición de sujeto de especial protección que ostenta el joven Carmona Zuluaga, dada la patología por la cual se encuentra en tratamiento e incluido en el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, pese haber sido desacuartelado desde el 6 de diciembre de 2014.”
“(…) no obstante, en aras de garantizar la continuidad del tratamiento que se le ha brindado en virtud de su actual patología, se dispondrá a la Dirección de Sanidad Naval, que una vez reciba la solicitud de reactivación por parte del accionante, de manera inmediata proceda a realizar las gestiones necesarias para atender dicha petición, sin que se presenten interrupciones, tanto en su afiliación como en su tratamiento, hasta tanto se defina su situación ante la Junta Médico Laboral.” 

“Frente a tal disparidad de criterios entre el médico tratante y el Comité Técnico Científico sobre un aspecto que tiene incidencia directa en la salud del accionante, sin tener conocimientos científicos que permitan elegir la mejor opción, mal haría la Sala en decidir por uno u otro concepto (…)

“(…) como consecuencia, se ordenará al Dispensario Médico el Batallón de Artillería No 8 (…) proceda a realizar las gestiones necesarias para que el tutelante sea valorado por un internista, con el fin de que éste determine la conveniencia del fármaco prescrito (…) para tratar el cuadro depresivo y de ansiedad (…) en relación con el tratamiento que como portador de VIH le viene siendo brindado. En caso de mantenerse la orden del médico especialista en siquiatría, deber autorizar y suministrar de manera inmediata el medicamento (…)”
Cita: Corte Constitucional, sentencias T-298 de 2008 y T-376 de 2013.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintiséis  de enero de dos mil dieciséis
Acta N°  0      de 26 de enero de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a proferir sentencia de primera instancia en la acción de tutela iniciada por IVÁN DARÍO CARMONA ZULUAGA contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD NAVAL y el DISPENSARIO MÉDICO No 3029 DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA “BATALLA DE SAN MATEO”.

HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor Carmona Zuluaga que prestó el servicio militar obligatorio en la Armada Nacional, generándose su desacuartelamiento luego de ser diagnosticado con VIH, razón por la cual el servicio de salud le ha sido prestado por las Fuerzas Militares de Colombia, a través del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, dado que se encuentra residiendo en la ciudad de Pereira.

Refiere que para beneficiarse de dicha atención médica, debe cada tres meses solicitar, con varios días de anticipación, su reactivación en ese sistema de salud, con el fin de que no se vea afectado su tratamiento médico, pero en muchas ocasiones dicho trámite no es célere, lo cual pone en riesgo su salud. En la actualidad se encuentra sin servicio pues la Armada Nacional no ha renovado la atención.
Sostiene que con ocasión al citado diagnóstico, presentó una crisis emocional para la que le fue prescrito el medicamento denominado “Agomelatina –génerico Valdoxan”, el cual, pese a ser solicitado al citado Dispensario Médico, no le ha sido autorizado, en vista de que según le ha informado esa dependencia, se requiere el pronunciamiento de la Armada Nacional, dilación injustificada que se ve reflejada en su desempeño diario y que tiene implicaciones en su actividad educativa.
Afirma que la actuación de las llamadas a juicio vulnera sus derechos fundamentales a la vida digna, a la salud y a la seguridad social, razón por la cual solicita su protección y que se ordene a quien corresponda la activación en el sistema de salud de las Fuerzas Militares, la autorización y entrega del medicamento denominado “Agomelatina –genérico Valdoxan” y la atención integral y multidisciplinaria que su condición médica actual requiera.
TRAMITE IMPARTIDO
Admitida la acción, se corrió traslado a las accionadas por el término de (2) días, dentro del cual la Dirección de Sanidad Naval, adujo en su defensa, que el señor Carmona Zuluaga se encuentra ACTIVO en el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, dada su condición de Infante de Marima Regular licenciado, motivo por el cual, en virtud del principio de integración funcional de dicho subsistema, el servicio de salud viene siendo prestado por el Dispensario Médico No 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, por lo que debe ser esa dependencia quien comparezca al presente asunto como sujeto pasivo y, en caso de resultar a favor del tutelante la decisión, es la llamada a suministrar el fármaco prescrito.

Indica también, que como quiera que el medicamento denominado “Agomelatina –genérico Valdox” se encuentra por fuera del Manual de Medicamentos del Subsistema de Salud de las FFMM y del POS del sistema de salud general, a pesar respetar el criterio médico del especialista que lo recetó, es necesario ponerlo a consideración del Comité Técnico Científico, órgano que conceptuó la impertinencia de suministrar el citado fármaco en atención a que se deben “considerar otras alternativas que sirvan como pre ayuda (sic) a su estado depresivo y que estén incluidos dentro del acuerdo”, así mismo solicitó “una valoración por infectología (…), con el fin de evitar una condición adversa por su estado de salud ya que la AGOMELATINA tiene metabolismo hepático y afecta medicamento Hepatotóxico, actualmente suministrado al paciente”.

Por lo tanto, estima que existe una justificación científica actual para no dar su aprobación, señalando alternativas en antidepresivos del mismo principio activo, situación que permite concluir que no existe la vulneración pregonada por el actor.

CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Vulnera el derecho fundamental a la salud del accionante, la no aprobación por parte del CTC del medicamento prescrito por el médico tratante?

Con el propósito de dar solución al interrogante planteado en el caso concreto, la Sala considera pertinente hacer, de manera previa, las siguientes precisiones:

1. MARCO NORMATIVO DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, PARA LA FUERZA PÚBLICA.

La Ley 100 de 1993 excluyó del Sistema Integral de Seguridad Social, contenido en esa normativa, a los miembros de la Fuerza Pública, por tratarse de un régimen especial.

Fue así que el Decreto Ley 1795 de 2000, estableció como objeto, la prestación de los servicios de sanidad y de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios, creando además como órgano rector y coordinador del Sistema de Salud (Art. 8°), el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional (CSSMP), cuya función, entre otras, es aprobar el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial y los planes complementarios de salud, con sujeción a los recursos disponibles para la prestación del servicio de salud (Art. 9°, literal d).
En cumplimiento de dicha directriz se dictó el Acuerdo N° 052 de 2013 (abril 1º), “Por el cual se establece el Manual Único de Medicamentos y Terapéutica para el SSMP, y se dictan otras disposiciones”, creando adicionalmente el Comité Técnico Científico de Autorización de Medicamentos fuera del Manual Único de Medicamentos y Terapéutica del SSMP, siendo criterios para su convocatoria los dispuestos en el artículo 8º, que refieren:

“(…)
a) Que la prescripción del medicamento no incluido en el Manual Único de Medicamentos y Terapéutica del SSMP, sólo podrá realizarse por un médico u odontólogo especialista habilitado por las Direcciones de Sanidad Hospital Militar Central u Hospital Naval de Cartagena según corresponda.
b) Que la prescripción de estos medicamentos será consecuencia de haber utilizado y agotado las posibilidad terapéuticas del presente Manual, sin obtener respuesta clínica o paraclínica satisfactoria en el término previsto en sus indicaciones, o del observar reacciones adversas intoleradas por el paciente, o porque existan contraindicaciones expresas sin alternativa en el Manual. De lo anterior se deberá dejar constancia en la historia clínica del paciente y en la justificación presentada ante el Comité Técnico Científico. 
c) Debe existir un riesgo inminente para la vida y salud del paciente, lo cual debe ser demostrable y constar en la historia clínica respectiva o en los soportes enviados.  

d) Sólo podrán prescribirse medicamentos que se encuentren debidamente autorizados para su comercialización y expendio en el país. 

e) No se podrán autorizar medicamentos que se encuentren en etapa experimental o no cuenten con la suficiencia científica demostrada para su utilización.
PARÁGRAFO. En el caso de medicamentos que no tengan autorización expresa de INVIMA para indicación o patología requerida, el médico especialista tratante deberá adjuntar el (los) soporte(s) de la evidencia científica del mismo, autorizaciones de otras agencias reguladoras internacionales (EMEA, FDA) y el consentimiento informado firmado por el paciente (Anexo 6).”
2. COMITÉ TÉCNICO CIENTÍFICO.

Con relación al Comité Técnico Científico, válido es decir, que la Corte Constitucional, en reiteradas sentencias, ha sostenido que cuando se está frente a una servicio de salud prescrito por el médico tratante, dicha orden se traduce en  indispensable para la recuperación de las condiciones físicas del paciente.  Por ende,  en el caso que el requerimiento se encuentre excluido del Plan Obligatorio de Salud, las entidades encargadas de la prestación del servicio, tienen la obligación de someterlo a estudio del Comité Técnico Científico. No obstante, es evidente que éste es un trámite administrativo cuya finalidad es velar por una adecuada prestación del servicio de salud, sin que de ninguna manera sea una barrera de acceso al derecho.

Con tal criterio, la Corte Constitucional en sentencia T-298 de 2008, indicó:

“i) Que atendiendo la naturaleza administrativa del Comité Técnico Científico su concepto no es indispensable para que el medicamento requerido por un paciente le sea otorgado. En efecto, “el requisito de agotar el trámite frente al Comité Técnico Científico no es una prioridad frente a la necesidad del suministro del medicamento o atención en salud que el cotizante o beneficiario requiere, pues esta Corte ha señalado que es suficiente con el concepto emitido por el médico tratante para acceder a lo pedido pues es éste quien tiene los conocimientos médicos calificados y conoce la situación concreta del paciente y por tanto tiene la capacidad de determinar cuál medicamento o procedimiento es más beneficioso para el usuario.” En este sentido la Corte ha considerado que dada la naturaleza del Comité “no puede ponerse en sus manos la decisión de si se protege o no el derecho a la vida de las personas”. 

3. PORTADOR DE VIH – SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN.
No permite cuestionamiento alguno la calidad de sujeto de especial protección con la que siempre se ha calificado al portador de VIH o al enfermo de SIDA, por encontrarse en situación de debilidad manifiesta, pues hace parte de minoría históricamente marginada, por cuyo bienestar debe velar el Estado Colombiano y sus instituciones, en procura de hacer menos gravosa su ya difícil condición.

En reciente decisión, la Corte Constitucional sostuvo:

“Aunque la formulación literal del artículo 13 constitucional no hace referencia a la condición de portador del VIH o enfermo de Sida como un criterio sospechoso de diferenciación (estatus o condición seropositiva), esta Corporación ha consolidado un cuerpo jurisprudencial consistente en virtud del cual las distinciones de trato basadas en la condición seropositiva de una persona deben presumirse contrarias a la Constitución Política, a partir de los incisos segundo y tercero del artículo 13, en armonía con el artículo 47 de la Carta Política, que ordena al Estado adoptar medidas de integración para las personas en condición de discapacidad o de debilidad manifiesta por razones de salud.”

4.  CASO CONCRETO

No es tema que se discuta la condición de sujeto de especial protección que ostenta el joven Carmona Zuluaga, dada la patología por la cual se encuentra en tratamiento e incluido en el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, pese haber sido desacuartelado desde el 6 de diciembre de 2014.

Sentado lo anterior, es del caso precisar que el actor reprocha de las entidades accionas, la tardanza en la activación del servicio en el Subsistema de las Fuerzas Militares y la falta de autorización del medicamento denominado “Agomelatina – genérico Valdox-.

En cuanto a la primera inconformidad la misma debe considerarse como superada en la medida en que la Dirección de Sanidad Naval, acreditó su condición ACTIVO –fl 42 del expediente-, es decir, en la actualidad se encuentra cubierto el servicio de salud por cuenta de esa Institución; no obstante, en aras de garantizar la continuidad del tratamiento que se le ha brindado en virtud de su actual patología, se dispondrá a la Dirección de Sanidad Naval, que una vez reciba la solicitud de reactivación por parte del accionante, de manera inmediata proceda a realizar las gestiones necesarias para atender dicha petición, sin que se presenten interrupciones, tanto en su afiliación como en su tratamiento, hasta tanto se defina su situación ante la Junta Médico Laboral.

Frente al suministro de medicamento “Agomelatina –generico Valdox”, debe precisarse que el especialista en siquiatría se tomó el trabajo, al momento de su prescripción, de diligenciar el formato de “JUSTIFICACIÓN DE USO PARA MEDICAMENTOS FUERA DEL PLAN OBLIGATORIO”, en el cual consignó haber agotado las alternativas del POS y las razones para ello, siendo éstas “FLUOXETINA, LORAZEPAM, MEDICAMENTOS CON DEMASIADAS INTERACCIONES MEDICAMENTOSAS CON ANTIRETROVIRALES” advirtiendo además de la inexistencia de “MEDICACIONES ANTIDEPRESIVAS DUALES”  y  del riesgo inminente para la vida y la salud del paciente –fl 17-.

Ahora, si bien ha sido consistente la jurisprudencia constitucional, en sostener que en caso como el que ocupa la atención de la Sala, debe primar el concepto del médico tratante y que el trámite ante el Comité Técnico Científico es eminentemente administrativo y el mismo no puede condicionar la prestación del servicio, es claro que debido a la enfermedad de base del tutelante, no puede desestimarse el concepto emitido por dicho órgano, en relación con i) el hecho de que “la AGOMELATINA tiene metabolismo Hepático y afecta medicamento Hepatotóxico, actualmente suministrado al paciente”, ii) la necesidad de que sea valorado por infectologia y, iii) el manejo interdisciplinario para su cuadro afectivo –fl 50 vto-, dado que la prioridad es mejorar el cuadro de depresión y ansiedad que actualmente consulta, pero sin que ello interfiera con el tratamiento de la patología principal. 
Frente a tal disparidad de criterios entre el médico tratante y el Comité Técnico Científico sobre un aspecto que tiene incidencia directa en la salud del accionante, sin tener conocimientos científicos que permitan elegir la mejor opción, mal haría la Sala en decidir por uno u otro concepto, en razón de lo cual, para definir la entrega del medicamento se procederá como se indica en el siguiente párrafo.

Conforme lo anterior, se tutelarán los derechos a la salud y a la vida en condiciones dignas, de los cuales es titular el señor IVÁN DARIO CARMONA ZULUAGA y como consecuencia, se ordenará al Dispensario Médico el Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, a través de su directora, la Teniente Coronel Beatriz Silva Miranda, dependencia encargada de prestarle el servicio de salud, que en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas proceda a realizar las gestiones necesarias para que el tutelante sea valorado por un internista, con el fin de que éste determine la conveniencia del fármaco prescrito al demandante para tratar el cuadro depresivo y de ansiedad que actualmente consulta,  en relación con el tratamiento que como portador de VIH le viene siendo brindado.  En caso de mantenerse la orden del médico especialista en siquiatría, deber autorizar y suministrar de manera inmediata el medicamento “Agomelatina –genérico Valdoxan-, en la cantidad ordenada por éste.

En igual terminó, deberá gestionar la atención por parte del especialista en infectología, tal como lo ha solicitado la Dirección de Sanidad Naval –fl 25- y el Comité Técnico Científico –fl 50-. 
Así mismo, deberá prestar los servicios médicos y asistenciales que requiera el paciente,  en el tratamiento de la crisis emocional que atraviesa así como de la patología que viene afectando su sistema inmunologíco. 
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR el derecho a la salud y a la vida en condiciones dignas, de los cuales es titular el señor IVÁN DARIO CARMONA ZULUAGA.
SEGUNDO: ORDENAR  a la DIRECCIÓN DE SANIDAD NAVAL,  a través de su director, Capitán de Navío, Germán Arango Jaramillo, que en lo sucesivo, una vez reciba la solicitud de reactivación al Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares por parte del accionante, de manera inmediata proceda a realizar las gestiones necesarias para atender dicha petición, sin que se presente interrupciones tanto en su afiliación como en su tratamiento, hasta tanto se defina su situación ante la Junta Médico Laboral.

TERCERO: ORDENAR al  Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo” dirigido por la Teniente Coronel Beatriz Silva Miranda,  que en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas proceda a realizar las gestiones necesarias en orden a que el tutelante sea valorado por un internista, con el fin de que éste determine la conveniencia del fármaco prescrito al demandante para tratar el cuadro depresivo y de ansiedad que actualmente consulta,  en relación con el tratamiento que como portador de VIH le viene siendo brindado. En caso de mantenerse la orden del médico especialista en siquiatría, deber autorizar y suministrar de manera inmediata el medicamento “Agomelatina –genérico Valdoxan-, en la cantidad ordenada por éste.

En igual terminó, debe gestionar la atención por parte del especialista en infectología, tal como lo ha solicitado la Dirección de Sanidad Naval –fl 25- y el Comité Técnico Científico –fl 50-.

Igualmente, deberá prestar los servicios médicos y asistenciales que requiera el paciente,  en el tratamiento de la crisis emocional que atraviesa, así como de la patología que viene afectando su sistema inmunológico. 

CUARTO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
QUINTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.
Quienes integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

                                                                                                         Magistrada
EDNA PATRICIA DUQUE ISAZA
Secretaria 
� T-376-13
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